ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Auto que libró parcialmente mandamiento ejecutivo / ACCIÓN EJECUTIVA – Para exigir el cumplimiento de sentencia debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo / DECISIÓN JUDICIAL SIN MOTIVACIÓN – Imposibilitó el estudio de las causales específicas de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial / VULNERACION DE DERECHOS FUNDAMENTALES 

[L]a Sala advierte que el [actor] en el escrito de demanda en el marco del proceso ejecutivo no hizo referencia de manera expresa a las obligaciones de no hacer, sin embargo, implícitamente si adujo su inconformidad y de manera explícita solicitó una suma de dinero por ese concepto. [L]a Sala advierte que en efecto hubo un pronunciamiento frente a la suma pretendida por el accionante por concepto de las dos obligaciones de no hacer, a saber, negar. No obstante, dentro de la argumentación consignada en cada auto, no se encuentra razón alguna dirigida a resolver en concreto lo relacionado con la orden segunda y tercera del título ejecutivo (inaplicación y nulidad), pues simplemente se indicó que dicha suma no se encontraba dentro de aquellos valores reconocidos por la sentencia. Frente a este punto, se aclara que en el marco del proceso ejecutivo lo que advirtió el actor fue que los efectos de la inaplicación del Acuerdo 032 de 2005 se extienden, inclusive, al periodo posterior al que se determinó en la sentencia del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, frente a lo cual no se pronunció el tribunal. De este modo, correspondía a la autoridad judicial resolver lo concerniente a la presunta indebida aplicación del Acuerdo 032 para liquidar las prestaciones del período de diciembre de 2006 a septiembre de 2008, que es el que reclama el demandante. Por lo expuesto, la Sala observa que las decisiones de instancia en efecto carecen de motivación, pues se limitaron simplemente a negar la pretensión del accionante. Teniendo en cuenta que las decisiones censuradas carecen de motivación, la Sala no puede abordar el estudio de estos defectos, toda vez que de los argumentos expuestos por las autoridades judiciales accionadas en los autos respectivos, no es posible determinar si se presentó “la exigencia de requisitos de formalidades carentes de sustento legal para admitir el título presentado por la accionante y librar el mandamiento de pago solicitado” o si el juez valoró indebidamente el título o si el juez aplicó el artículo 424 del CGP y no el artículo 427 del CGP. De conformidad con lo expuesto en precedencia, la Sala concederá el amparo, toda vez que encuentra configurada la falta de motivación de las decisiones censuradas alegada por la parte actora.

FUENTE FORMAL: CODIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 424 / CODIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 427 / ACUERDO 032 DE 2005
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., treinta y uno (31) de enero de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-04463-00(AC)
Actor: RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER Y OTRO

Asunto: Fallo de primera instancia - Tutela contra providencia judicial

Procede la Sala a resolver la acción de tutela formulada por el señor Rafael Antonio Aponte Carvajal en nombre propio, en contra del Tribunal Administrativo de Santander y el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Bucaramanga, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991.

ANTECEDENTES

Solicitud

El señor Rafael Antonio Aponte Carvajal, en nombre propio y con escrito presentado el 29 de noviembre de 2018, interpuso acción de tutela en contra del Tribunal Administrativo de Santander y el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Bucaramanga con el fin de reclamar el amparo de sus derechos fundamentales “a la eficacia de las garantías y derechos sustanciales, al trabajo, al debido proceso, a la aplicación de la interpretación razonable más favorable al trabajador, al salario mínimo vital y móvil, a la protección a los derechos adquiridos con justo título y las situaciones jurídicas consolidadas, a la confianza legítima, a la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, al acceso a la administración de justicia y a la aplicación pertinente de las fuentes del derecho sustancial”.

Las mencionadas garantías constitucionales las consideró vulneradas como consecuencia de dos providencias proferidas en el marco del proceso ejecutivo radicado con el número 68001333300920170035400, iniciado por él en contra de la Universidad Industrial de Santander – UIS. 

Específicamente por el auto de 1º de junio de 2018, el cual confirmó la providencia de 18 de enero de 2018 que resolvió librar de manera parcial el mandamiento ejecutivo de pago.

Hechos

La solicitud de tutela se sustentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

El señor Rafael Antonio Aponte Carvajal, quien se desempeñaba como docente de la Universidad Industrial de Santander –en adelante UIS, interpuso demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, con el fin de que se ordenara i) inaplicar el Acuerdo No. 032 de 2005 emanado del Consejo Superior de dicha universidad, ii) declarar la nulidad de la Resolución No. 943 de 2005 (comunicó y dio aplicación al Acuerdo No. 032) y la Resolución No. 1220 2005 (rechazó por extemporáneo el recurso interpuesto contra la Resolución No. 943) y iii) restituir en forma inmediata las sumas que le fueron descontadas de su salario en virtud del Acuerdo 032 de 2005 “descuento que se está aplicando en cumplimiento de la resolución 943 de 2005, desde el mes de diciembre del 2005, en cuanto a la disminución del salario y desde enero del 2006 en cuanto al reintegro por puntos de antigüedad pagados en las vigencias de 2004 y 2005; y que hacia el futuro se continúe efectuando el pago de su salario y demás acreencias laborales tal y como está previsto en Resoluciones 256 de abril 22 de 2004, 1016 de noviembre 16 de 2004, Resolución 203 de marzo 11 de 2005, por medio de las cuales la Administración de la UIS dispuso el reconocimiento y pago de las milésimas por antigüedad y producción intelectual de los docentes destinatarios del Acuerdo Superior 020 de 1993, respecto de las vigencias fiscales 2004 y 2005, respectivamente, y que se continúe aplicando los incrementos de conformidad con el régimen que le rige, sobre esta base, hasta tanto se pronuncie el H. Consejo de Estado sobre la apelación dentro del Proceso de Nulidad Radicado 1150 de 1999 (…)”.

Mediante fallo de 26 de mayo de 2009, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Bucaramanga, resolvió lo siguiente: 

“PRIMERO: DECLARAR no fundadas las excepciones propuestas por la entidad demandada, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia.

SEGUNDO: INAPLICAR POR INCONSTITUCIONAL el Acuerdo 032 del 11 de Julio de 2005, proferido por el CONSEJO SUPERIOR de la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, por medio del cual “aclara el alcance del Acuerdo Superior No. 020 de 1993 y se reconoce una prestación periódica”.

TERCERO: DECRETAR la nulidad de la Resolución No. 943 del 14 de Septiembre de 2005, proferida por el Rector de la UNIVERISDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, mediante la cual se da aplicación al Acuerdo Superior No. 020 de 1993 y de la Resolución No. 1220 del 21 de Noviembre DE 2005, proferida por el Rector de la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, mediante la cual resuelve el Recurso de Reposición y apelación interpuesto contra la Resolución No. 943 de 2005, en lo concerniente al señor RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL.

CUARTO: ORDENAR a la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER reliquidar el salario y las prestaciones sociales del señor RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL, conforme a la fórmula consagrada en el Acuerdo Superior No. 020 del 16 de febrero de 1993, desde cuando se haya dado aplicación al Acuerdo 032 de 2005 y hasta el veintiocho (28) de noviembre de dos mil seis (2006), fecha de ejecutoria de la Sentencia judicial del H. Tribunal Administrativo de Santander del 17 de octubre de 2003, confirmada el día 11 de Mayo de 2006 por el H. Consejo de Estado
.  

QUINTO: ORDENAR a la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, se proceda al reintegro de las sumas descontadas al demandado RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL, o pagadas por este, por concepto de los puntos de antigüedad de las vigencias fiscales 2004 y 2005.

SEXTO: ORDENAR que las sumas a pagar en virtud de lo expuesto en los numerales anteriores se ajusten conforme a la fórmula descrita en la parte motiva.

INDICE FINAL

R  =  RH--------------------

INDICE INICIAL

De donde (R) se determina multiplicando el valor histórico (RH) que es lo dejado de percibir por el actor, por el guarismo que resulta de dividir el índice Final de Precios al Consumidor certificado por el DANE vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el índice Inicial vigente para la fecha en que debió hacerse el pago.

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, empezando por el primer pago reajustado que se dejó de devengar, y para los demás emolumentos (primas) teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada uno de ellos.

SEPTIMO: Se dará cumplimiento a la Sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 del C.C.A. (…)”.

La UIS formuló recurso de apelación, el cual fue resuelto el 10 de marzo de 2011 por el Tribunal Administrativo de Santander en los siguientes términos:

“Primero: CONFIRMASE la sentencia de fecha veintiséis (26) de mayo de dos mil nueve (2009), proferida por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga, dentro del proceso que en ejercicio de la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho instauró el señor RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL contra la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER”
.

El 30 de mayo de 2011, el actor radicó en la UIS solicitud de pago de la sentencia.

La UIS profirió la Resolución No. 1591 del 20 de septiembre de 2011, en virtud de la cual dio cumplimiento parcial a las sentencias proferidas por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Bucaramanga y el Tribunal Administrativo de Santander, ordenando:

“ARTICULO Iº.  RESTITUIR la suma de SETECIENTOS SETENTA Y DOS MIL SETECIENTOS TREINTA Y SEIS PESOS ($772.736) por concepto de reliquidación de salario y prestaciones sociales a RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL, según lo ordenado en la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Segundo Administrativo de Bucaramanga de fecha 26 de mayo de 2009 dentro del proceso de nulidad y restablecimiento de derecho radicado bajo el número 2006 – 1579 y según la liquidación elaborada por la División de Recursos Humanos que forma parte integral de la presente Resolución.

(…)

ARTICULO 2º.  REINTEGRAR la suma de CUATRO MILLONES TRESCIENTOS QUINCE MIL SETECIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS ($ 4.315.799) por concepto de valores descontados a RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL, con ocasión de la aplicación del Acuerdo del Consejo Superior N° 032 de 2005 y la resolución No. 943 de 2005, de conformidad con lo ordenado por la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Segundo Administrativo de Bucaramanga de fecha 26 de mayo de 2009 y según la liquidación elaborada por la División de Recursos Humanos que forma parte integral de la presente Resolución. (…)”.

El tutelante al considerar que la UIS incumplió con algunas de las órdenes impartidas por los jueces de instancia del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, inició proceso ejecutivo en contra del ente universitario.

Mediante auto de 18 de enero de 2018, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Bucaramanga libró parcialmente el mandamiento de pago, toda vez que solo ordenó
 el pago de una de las sumas requeridas por el accionante.

Dentro de la parte motiva de la providencia, el juez señaló que “En este orden de ideas, mal podría este juzgado librar mandamiento de pago de unos valores que no fueron reconocidos en la sentencia proferida en primera instancia por este despacho (…)”
.

El señor Rafael Antonio Aponte Carvajal interpuso recurso de apelación, el cual sustentó en los siguientes términos:

“La consecuencia de la declaración de NULIDAD de un acto administrativo es la abolición de la decisión en el contenida, desde el mismo momento en que esta fue expedida, retrotrayendo la situación al estado anterior, como efectivamente se ordenó en la sentencia al ordenar RELIQUIDAR los salarios y prestaciones conforme al acuerdo 020 de 1993, vigente antes de la promulgación del acuerdo 032 del 2005 (Inaplicado), y de las resoluciones 943 y 1220 de 2005 (declaradas Nulas).

Al retrotraer las cosas al estado en el que se encontraban en el mes de junio de 2005 y hasta el 28 de noviembre de 2006, bajo la consideración de que para el ejecutante es INAPLICABLE el acuerdo 032 de 2005 y NULAS las resoluciones 943 y 1220 de la misma anualidad, RELIQUIDANDO sus acreencias laborales como se venía haciendo antes de la expedición de dichos actos, trae como consecuencia el incremento de su salario, siendo este nuevo valor el que debe tomarse como base para incrementar el salario del año 2007.

Claro es que a partir del año 2007 los incrementos salariales se deben liquidar conforme a lo previsto en el Acuerdo que cobró vigencia por la declaración de nulidad proferida dentro del proceso Radicado 1150 de 1999, para lo que la UIS promulgó el Acuerdo 054 de 2011 fijando sus alcances”.

El 1º de junio de 2018, el Tribunal Administrativo de Santander confirmó la decisión del a quo. Para tal efecto, el tribunal manifestó:

“En consecuencia, se debe tener en cuenta que la orden dada a la demandada es reliquidar el salario y las prestaciones sociales del ejecutante, aplicando la fórmula consagrada en el Acuerdo Superior N° 020 del 16 de Febrero de 1993, desde cuando se haya dado aplicación al Acuerdo 032 de 2005 y hasta 28 de noviembre de 2006, y adicionalmente reintegrar las sumas descontadas al demandante o pagadas por este, por concepto de puntos de antigüedad de las vigencias fiscales 2004 y 2005.

De lo anterior se colige que el recurrente tiene derecho a que se le cancelen las sumas correspondientes a lo que arroje la liquidación que la Universidad Industrial de Santander efectuó por tal concepto, siempre que se tenga en cuenta los aspectos clara y expresamente señalados por la sentencia. Por tanto, es precisamente dicha suma de dinero la que debía librar el a quo en el respectivo mandamiento de pago.

Desde luego que, si se analiza el auto recurrido, lo que se aprecia es que, en efecto, lo decretado por el a quo, fue precisamente lo que al tenor de lo dispuesto en el titulo ejecutivo, que para este caso es la sentencia del 26 de mayo de 2009, le fue reconocido al ejecutante, lo cual no es otra cosa que el valor adeudado por la Universidad Industrial de Santander al señor Rafael Antonio Aponte Carvajal, por concepto de reliquidación de salarios y prestaciones efectuada a favor del recurrente, desde que se dio aplicación al Acuerdo 032 de 2005 hasta el 28 de noviembre de 2006, pues de todos los montos pretendidos en el escrito de la demanda ejecutiva impetrada, es ese el único que efectivamente fue ordenado en la providencia de referencia. En otras palabras, el ejecutante no puede pretender que se libre mandamiento ejecutivo por montos que no fueron reconocidos en la sentencia pues se debe atender a lo que en ella expresamente se reconoció y no a lo que se encuentra fuera de la esfera de ésta”
.

Fundamentos de la solicitud 

A juicio del tutelante, las autoridades judiciales demandadas vulneraron sus derechos fundamentales al librar de manera parcial el mandamiento ejecutivo de pago, pues se abstuvieron de ordenar el cumplimento de i) “La no postergación de los efectos jurídicos causados por el Acuerdo Superior 032 del 11 de Julio de 2005 y la Resolución No. 943 del 14 de Septiembre de 2005, generando la reliquidación de mi asignación salarial y prestaciones laborales causadas con posterioridad al 28 de noviembre del 2006, aplicando el acuerdo 020 de 1993, tomando como base el salario que ha debido ser cancelado a 28 de Noviembre del 2006”
 y ii) “La no reproducción de los Actos Administrativos declarados nulos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”
. 

En el escrito de tutela, el actor señaló que las decisiones censuradas incurrieron en:

a) “Defecto procedimental absoluto por exceso ritual manifiesto”

Señaló que “Se imputa como defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto de las providencias objeto de examen, la exigencia de requisitos de formalidades carentes de sustento legal para admitir el título presentado por la accionante y librar el mandamiento de pago solicitado”.

b) Defecto fáctico

Manifestó que “En las decisiones objeto de examen se aprecia la presencia del defecto fáctico en atención a que pese a encontrarse un título ejecutivo con el lleno de los requisitos (Claro, Expreso, y Exigible), en la valoración probatoria del mismo se encontró que el mismo no se encontraba presente respecto de la ejecución de las obligaciones de no hacer reclamadas, limitando el acceso a la administración de justicia efectiva y la eficacia del derecho sustancial”.

c) Defecto sustantivo

Al respecto, el accionante adujo lo siguiente:

“En el caso de análisis se presenta el defecto sustantivo en dos submodalidades, la aplicación de una norma manifiestamente inaplicable al caso concreto y la realización de una interpretación contra-legem desde la óptica constitucional.

La aplicación de la norma manifiestamente inaplicable se predica de las decisiones sometidas a valoración constitucional en la medida que se aplicaron las reglas establecidas por el ordenamiento respecto de los títulos ejecutivos por obligación de pago de sumas dinerarias, consagradas en el artículo 424 del C.G.P., frente a una petición de un título ejecutivo de obligación de no hacer, que establece sus requisitos específicos en el artículo 427 de la referida legislación.  

En cuanto a la interpretación contra-legem dentro de las decisiones objeto de la presente acción, se predica en medida que las mismas no tuvieron en cuenta al momento de realizar la aplicación de los dispositivos normativos concretos, los principios hermenéuticos consagrados en el artículo 53 superior, los cuales establecen el deber de una revisión integral del ordenamiento convencional aplicable al momento de decidir casos concretos en materia laboral (Referidos en el acápite de relevancia constitucional del caso sub-lite), y teniendo como eje de referencia interpretativa la garantía efectiva de los derechos fundamentales y el in dubio pro operario reconocido en el ordenamiento interno. 

Las omisiones imputadas implicaron que las autoridades jurisdiccionales acusadas asemejara (sic) un título contractual a un título judicial en materia laboral, imponiendo unas cargas sustantivas que no estoy en el deber jurídico de soportar, en atención a que mi relación con la autoridad administrativa que pretendo ejecutar está circunscrita a un vínculo por adhesión y bajo esta perspectiva no puedo entrar a imponer condiciones a la misma dentro de la ejecución de la relación negocial que permitan exigir el cumplimiento de esta obligación de no hacer clara, expresa y exigible impuesta a la autoridad por la sentencia alegada como título, con lo cual, de quedar en firme las decisiones acusadas, implicarían eliminarme la posibilidad de exigir esta obligación por alguna vía jurisdiccional, convirtiendo la misma en una obligación natural”.         

d) Decisión sin motivación

Indicó que las providencias censuradas carecen de motivación, toda vez que las autoridades judiciales “omitieron señalar las razones fácticas que los llevaba a concluir la inexistencia de los requisitos establecidos para librar mandamiento ejecutivo por la obligación de no hacer, limitándose a señalar que la misma no configuraba los requisitos para librarse mandamiento por obligación de pago de sumas dinerarias, pero en ningún caso se hizo referencia a la contravención de la extensión de los efectos del acto declarado nulo o de su reproducción posterior por parte de la autoridad ejecutada, así como de los efectos patrimoniales de estas situaciones, siendo expresamente solicitado en el libelo introductorio de la acción ejecutiva y en el recurso interpuesto”.   

4. Petición de amparo constitucional 

Las pretensiones de la demanda de tutela son las siguientes:
“PRIMERO: Se me TUTELEN los derechos fundamentales y garantías constitucionales a la eficacia de las garantías y derechos sustanciales (Art. 2 C.P./1991), al trabajo (art. 23 C.P./1991), al debido proceso (Art. 29 C.P./91), a la aplicación de la interpretación razonable más favorable al trabajador (Art. 53 C.P./1991), al salario mínimo, vital y móvil (Art. 53 C.P./1991), a la protección a los derechos adquiridos con justo título y las situaciones jurídicas consolidadas (Art. 58 C.P./1991), a la confianza legítima (Art. 83 C.P./1991), a la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal (Art. 228 C.P./1991), al acceso a la administración de justicia (Art. 229 de la C.P./1991), y a la aplicación pertinente de las fuentes del derecho sustancial (Art. 230 C.P./1991).

SEGUNDO: En consecuencia de lo anterior, SE DEJEN SIN EFECTOS POR INCONSTITUCIONALIDAD las siguientes providencias proferidas dentro del medio de control ejecutivo tramitado bajo el radicado 680013333009-2017-00354-00:

Auto que niega parcialmente el mandamiento de pago, proferido por el H. Juez Segundo Administrativo Del Circuito De Bucaramanga el dieciocho (18) de enero de dos mil dieciocho (2018).  (ANEXO 1).

Auto del primero (01) de Junio del Dos Mil Dieciocho (2018), mediante el cual se resuelve el recurso de apelación interpuesto contra la providencia anterior por mi apoderada en el proceso de referencia, a través del cual se confirma la decisión del Juez de Primera Instancia por el H. Tribunal Administrativo De Santander – Sala de Decisión presidida por el H. MG. Julio Edisson Ramos Salazar. (ANEXO 2)”
.

Trámite de la acción 

Mediante auto de 6 de diciembre de 2018
, el Consejero Ponente de la Sección Quinta admitió la acción de tutela, ordenó notificar a los magistrados del Tribunal Administrativo de Santander y al Juzgado Segundo Administrativo Oral de Bucaramanga, y vinculó a la Universidad Industrial de Santander como tercera interesada en el proceso.

Contestaciones 

Universidad Industrial de Santander - UIS

Mediante escrito enviado por correo electrónico el 14 de diciembre de 2018, señaló que la obligación de no hacer a la que hace referencia el accionante en su solicitud de amparo, en ningún momento fue incluida en las pretensiones de la demanda, pues estas concernieron únicamente a obligaciones de dar.

Precisó que “Las anteriores pretensiones fueron expresamente incluidas en el libelo de la demanda y frente a las cuales la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER presentó oposición mediante la contestación de la demanda y excepciones contra el mandamiento de pago, y en ningún momento se efectuó pronunciamiento alguno sobre la supuesta obligación de no hacer que el accionante alega en el escrito de tutela no le fue concedida por las accionadas ni fundamentada su negación”. (Subraya fuera del texto original)

Manifestó que lo que pretende el actor es utilizar la acción de tutela revivir términos judiciales y debatir aspectos que no fueron propuestos ante los jueces de instancia del proceso ordinario.

 No obstante haber sido notificados
, no obra manifestación del Tribunal Administrativo de Santander y el Juzgado Segundo Administrativo Oral de Bucaramanga.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia 

Esta Sala es competente para conocer de la acción tutela instaurada por el señor Rafael Antonio Aponte Carvajal en contra del Tribunal Administrativo de Santander y el Juzgado Segundo Administrativo Oral de Bucaramanga, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 377 de 2018 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Problema jurídico

En el asunto bajo estudio, corresponde a la Sala determinar si las autoridades judiciales accionadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el accionante, al librar de manera parcial el mandamiento ejecutivo de pago.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) el criterio de la Sala sobre procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial y, (ii) el análisis del caso concreto.

2.3. La procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

 Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

Caso concreto 

2.4.1. A juicio del tutelante, las autoridades judiciales accionadas vulneraron sus derechos fundamentales al librar de manera parcial el mandamiento ejecutivo de pago, pues se abstuvieron de ordenar el cumplimento de i) “La no postergación de los efectos jurídicos causados por el Acuerdo Superior 032 del 11 de Julio de 2005 y la Resolución No. 943 del 14 de Septiembre de 2005, generando la reliquidación de mi asignación salarial y prestaciones laborales causadas con posterioridad al 28 de noviembre del 2006, aplicando el acuerdo 020 de 1993, tomando como base el salario que ha debido ser cancelado a 28 de Noviembre del 2006” y ii) “La no reproducción de los Actos Administrativos declarados nulos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”. 

2.4.2. Corresponde a la Sección Quinta analizar si, de acuerdo con los argumentos expuestos en el escrito de tutela, las autoridades judiciales accionadas i) incurrieron en los defectos procedimental, fáctico, sustantivo y ii) profirieron sus decisiones sin motivación al momento de resolver la demanda ejecutiva interpuesta por el señor Aponte Carvajal contra la Universidad Industrial de Santander. Frente a lo cual, anticipa la Sala que se concederá el amparo conforme a los argumentos que pasan a explicarse:

2.4.2.1. En el presente asunto se superan los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela contra providencia judicial.

La Sala analizará si la presente acción cumple los siguientes requisitos: i) que no se trate de tutela contra tutela, ii) la inmediatez y iii) la subsidiariedad, es decir, el agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección de los derechos que se dicen vulnerados. Por lo anterior, se verificará en esta instancia, los elementos en mención

No existe reparo, en el proceso de la referencia, en cuanto al juicio de procedibilidad en relación con el primero de los requisitos, esto es, que en principio no se trate de tutela contra decisión de tutela, ya que las providencias que se atacan fueron dictadas dentro de un proceso ejecutivo iniciado por el señor Rafael Antonio Aponte Carvajal en contra de la Universidad Industrial de Santander - UIS, que se tramitó con el radicado No. 68001333300920170035400.

Frente al estudio del segundo de los requisitos, el de la inmediatez, se observa que el auto de segunda instancia censurado fue notificado por estado el 5 de junio de 2018, cobrando fuerza ejecutoria el día 8 del mismo mes y año, mientras que la acción de tutela fue presentada el 29 de noviembre 2018, por ello se cumple con el requisito, en tanto se trata de un término razonable para acudir al juez constitucional. 

Respecto a la subsidiaridad, se tiene que la parte accionante no cuenta con otro medio de defensa judicial distinto a la tutela para conjurar la eventual transgresión que las aludidas decisiones pudieran irrogarle a sus derechos fundamentales. Esto teniendo en cuenta que en contra del auto de segunda instancia controvertido no procede ningún recurso y que los cargos alegados por el actor no encuadran en las causales de procedencia del recurso extraordinario de revisión ni del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia.

2.4.2.2. Superado lo anterior corresponde a la Sección analizar los cargos propuestos en la tutela por la parte actora:

a) Decisión sin motivación

Esta Sala
, siguiendo lo dicho por la Corte Constitucional ha considerado, respecto de esta causal lo siguiente:

“La Corte Constitucional ha sostenido que este se presenta por “…el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional”
, y en sentencia de 24 de mayo de 2010 indicó:

La sentencia C-949 de 2003[44], en los intentos iniciales de esta Corte por sistematizar las causales genéricas de procedibilidad, habló por primera vez de la ‘decisión sin motivación’ como una categoría independiente. No obstante, en varias ocasiones esta causal ha sido confundida o subsumida dentro de la causal conocida como ‘defecto sustancial. A pesar de ello, dadas sus características, la ‘decisión sin motivación’, como causal específica de procedibilidad tiene la entidad suficiente para ser considerada de manera individual, como bien se precisó en la sentencia C-590 de 2005, en la que se reiteró que esta causal se configura con “el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.”

 En un estado democrático de derecho, como garantía ciudadana, la obligación de sustentar y motivar de las decisiones judiciales, resulta vital en el ejercicio de la función jurisdiccional. La necesidad de justificar las decisiones judiciales, salvo aquellas en las cuales expresamente la ley ha prescindido de este deber, garantiza que sea la voluntad de la ley y no la del juez la que defina el conflicto jurídico. En este sentido, la motivación de los actos jurisdiccionales, puede ser vista como un componente que refuerza el contenido mínimo del debido proceso, dado que constituye una barrera a la arbitrariedad judicial y contribuye a garantizar la sujeción del juez al ordenamiento jurídico y el posterior control sobre la razonabilidad de la providencia.

Ahora, en relación a la valoración de esta causal por parte del juez de tutela, en la sentencia T-233 de 2007 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), esta Corporación precisó lo siguiente: 

“(…) la motivación suficiente de una decisión judicial es un asunto que corresponde analizar en cada caso concreto. Ciertamente, las divergencias respecto de lo que para dos intérpretes opuestos puede constituir una motivación adecuada no encuentra respuesta en ninguna regla de derecho. Además, en virtud del principio de autonomía del funcionario judicial, la regla básica de interpretación obliga a considerar que sólo en aquellos casos en que la argumentación es decididamente defectuosa, abiertamente insuficiente o, en últimas, inexistente, puede el juez de tutela intervenir en la decisión judicial para revocar el fallo infundado. En esos términos, la Corte reconoce que la competencia del juez de tutela se activa únicamente en los casos específicos en que la falta de argumentación decisoria convierte la providencia en un mero acto de voluntad del juez, es decir, en una arbitrariedad”. (Subraya fuera de texto).

Por último, es importante tener en cuenta que en análisis al que se acaba de hacer referencia, no le corresponde al juez de tutela establecer cuál debía haber sido la conclusión del juez después de un pormenorizado análisis de todos los anteriores elementos, “pero sí es su obligación señalar que sin dicho análisis la providencia atacada presenta un grave déficit de motivación que la deslegitima como tal”
.

Lo anterior quiere decir que cuando se habla de providencias judiciales, estas deben estar sustentadas y motivadas, pues de no ser así, se podrían presentar decisiones arbitrarias y caprichosas.

En ese sentido, toda providencia judicial, debe ser argumentada y fundamentada, con el fin de dar razón de la decisión adoptada”.

En el presente caso, el actor consideró que los jueces de instancia “omitieron señalar las razones fácticas que los llevaba a concluir la inexistencia de los requisitos establecidos para librar mandamiento ejecutivo por la obligación de no hacer, limitándose a señalar que la misma no configuraba los requisitos para librarse mandamiento por obligación de pago de sumas dinerarias, pero en ningún caso se hizo referencia a la contravención de la extensión de los efectos del acto declarado nulo o de su reproducción posterior por parte de la autoridad ejecutada, así como de los efectos patrimoniales de estas situaciones, siendo expresamente solicitado en el libelo introductorio de la acción ejecutiva y en el recurso interpuesto”.

Para abordar el estudio de este cargo, primero es necesario revisar el escrito de la demanda del proceso ejecutivo, el auto que resolvió en primera instancia, la apelación y la providencia que confirmó la decisión del a quo, con el fin de determinar i) si en efecto lo alegado por el tutelante hizo parte de las pretensiones que solicitó en el marco del proceso ejecutivo y, en consecuencia, ii) si los jueces de instancia resolvieron ese punto y, si lo hicieron, revisar la motivación al respecto.

Escrito de la demanda del proceso ejecutivo

En los hechos hizo referencia a “9|. La UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANATANDER –UIS- continuó liquidando y pagando el salario y prestaciones del demandante conforme a lo previsto en el Acuerdo 032 de 2005 hasta el 30 de septiembre de 2008, fecha a partir de la cual fue aceptada la renuncia presentada por el demandante quien se pensionó (…) 17°. Adicional a lo anterior, la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANATANDER –UIS- para aplicar el incremento al salario de 2007 tomó como base el salario que venía pagando antes de la sentencia, interpretando que sólo debía actualizar el salario a 28 de noviembre de 2006 y continuar pagando como lo venía haciendo, lo que implica una nueva disminución a su salario”.

Dentro de sus pretensiones solicitó “TERCERA: Por la suma de NUEVE MILLONES CIENTO CINCUENTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y OCHO PESOS ($9.153.458) M/CTE, por concepto de salarios y prestaciones sociales dejadas de pagar al demandante desde diciembre de 2006 hasta el 30 de septiembre de 2008, fecha de retiro del servicio (…) por concepto de indexación sobre la diferencia entre el salario pagado y lo que ha debido pagar de diciembre de 2006 a septiembre de 2008 (…)”.

- Auto de 18 de enero de 2018

El Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Bucaramanga manifestó “En este orden de ideas, mal podría este juzgado librar mandamiento de pago de unos valores que no fueron reconocidos en la sentencia proferida en primera instancia por este despacho (…)”.

- Recurso de apelación

El actor indicó lo siguiente:

“La consecuencia de la declaración de NULIDAD de un acto administrativo es la abolición de la decisión en el contenida, desde el mismo momento en que esta fue expedida, retrotrayendo la situación al estado anterior, como efectivamente se ordenó en la sentencia al ordenar RELIQUIDAR los salarios y prestaciones conforme al acuerdo 020 de 1993, vigente antes de la promulgación del acuerdo 032 del 2005 (Inaplicado), y de las resoluciones 943 y 1220 de 2005 (declaradas Nulas).

Al retrotraer las cosas al estado en el que se encontraban en el mes de junio de 2005 y hasta el 28 de noviembre de 2006, bajo la consideración de que para el ejecutante es INAPLICABLE el acuerdo 032 de 2005 y NULAS las resoluciones 943 y 1220 de la misma anualidad, RELIQUIDANDO sus acreencias laborales como se venía haciendo antes de la expedición de dichos actos, trae como consecuencia el incremento de su salario, siendo este nuevo valor el que debe tomarse como base para incrementar el salario del año 2007.

Claro es que a partir del año 2007 los incrementos salariales se deben liquidar conforme a lo previsto en el Acuerdo que cobró vigencia por la declaración de nulidad proferida dentro del proceso Radicado 1150 de 1999, para lo que la UIS promulgó el Acuerdo 054 de 2011 fijando sus alcances.”

- Auto de 1° de junio de 2018

El Tribunal Administrativo de Santander expuso:

“En consecuencia, se debe tener en cuenta que la orden dada a la demandada es reliquidar el salario y las prestaciones sociales del ejecutante, aplicando la fórmula consagrada en el Acuerdo Superior N° 020 del 16 de Febrero de 1993, desde cuando se haya dado aplicación al Acuerdo 032 de 2005 y hasta 28 de noviembre de 2006, y adicionalmente reintegrar las sumas descontadas al demandante o pagadas por este, por concepto de puntos de antigüedad de las vigencias fiscales 2004 y 2005.

De lo anterior se colige que el recurrente tiene derecho a que se le cancelen las sumas correspondientes a lo que arroje la liquidación que la Universidad Industrial de Santander efectuó por tal concepto, siempre que se tenga en cuenta los aspectos clara y expresamente señalados por la sentencia. Por tanto, es precisamente dicha suma de dinero la que debía librar el a quo en el respectivo mandamiento de pago.

Desde luego que, si se analiza el auto recurrido, lo que se aprecia es que, en efecto, lo decretado por el a quo, fue precisamente lo que al tenor de lo dispuesto en el titulo ejecutivo, que para este caso es la sentencia del 26 de mayo de 2009, le fue reconocido al ejecutante, lo cual no es otra cosa que el valor adeudado por la Universidad Industrial de Santander al señor Rafael Antonio Aponte Carvajal, por concepto de reliquidación de salarios y prestaciones efectuada a favor del recurrente, desde que se dio aplicación al Acuerdo 032 de 2005 hasta el 28 de noviembre de 2006, pues de todos los montos pretendidos en el escrito de la demanda ejecutiva impetrada, es ese el único que efectivamente fue ordenado en la providencia de referencia. En otras palabras, el ejecutante no puede pretender que se libre mandamiento ejecutivo por montos que no fueron reconocidos en la sentencia pues se debe atender a lo que en ella expresamente se reconoció y no a lo que se encuentra fuera de la esfera de ésta”.

Antes de efectuar el análisis respectivo, para la Sala es necesario precisar que las órdenes a las que hace referencia la parte actora y que se encuentran de manera expresa en el fallo de 26 de mayo de 2009, proferido por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Bucaramanga, son las siguientes: 

“(…)

SEGUNDO: INAPLICAR POR INCONSTITUCIONAL el Acuerdo 032 del 11 de Julio de 2005, proferido por el CONSEJO SUPERIOR de la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, por medio del cual “aclara el alcance del Acuerdo Superior No. 020 de 1993 y se reconoce una prestación periódica”.

TERCERO: DECRETAR la nulidad de la Resolución No. 943 del 14 de Septiembre de 2005, proferida por el Rector de la UNIVERISDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, mediante la cual se da aplicación al Acuerdo Superior No. 020 de 1993 y de la Resolución No. 1220 del 21 de Noviembre DE 2005, proferida por el Rector de la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, mediante la cual resuelve el Recurso de Reposición y apelación interpuesto contra la Resolución No. 943 de 2005, en lo concerniente al señor RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL.

(…)”

De conformidad con lo anterior, es que el accionante considera que los jueces de instancia se abstuvieron de ordenar el cumplimento de i) “La no postergación de los efectos jurídicos causados por el Acuerdo Superior 032 del 11 de Julio de 2005 y la Resolución No. 943 del 14 de Septiembre de 2005, generando la reliquidación de mi asignación salarial y prestaciones laborales causadas con posterioridad al 28 de noviembre del 2006, aplicando el acuerdo 020 de 1993, tomando como base el salario que ha debido ser cancelado a 28 de Noviembre del 2006” y ii) “La no reproducción de los Actos Administrativos declarados nulos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”. 

Ahora bien, efectuada la anterior precisión, de lo transcrito la Sala advierte que el señor Rafael Antonio Aponte Carvajal en el escrito de demanda en el marco del proceso ejecutivo no hizo referencia de manera expresa a las obligaciones de no hacer, sin embargo, implícitamente si adujo su inconformidad y de manera explícita solicitó una suma de dinero por ese concepto. 

En todo caso, para la sustentación del recurso de apelación es evidente que el tutelante fue mucho más claro frente a este tipo de obligaciones que no fueron objeto de mandamiento de pago, por lo que puso de presente la declaratoria de nulidad y la inaplicación ordenada por las autoridades judiciales dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, cuya omisión, en su sentir, implicó la reducción de su salario a partir de diciembre de 2006 hasta la fecha de su retiro (30 de septiembre de 2008), situación que lo condujo a solicitar una suma de dinero “por concepto de salarios y prestaciones sociales dejadas de pagar al demandante desde diciembre de 2006 hasta el 30 de septiembre de 2008, fecha de retiro del servicio (…) por concepto de indexación sobre la diferencia entre el salario pagado y lo que ha debido pagar de diciembre de 2006 a septiembre de 2008 (…)”.

Por su parte, una vez se analiza el auto proferido por el juez de primera instancia, se observa que esta autoridad judicial se limitó a negar el mandamiento de pago de las demás sumas de dinero pretendidas por el accionante, al considerar que se trataba de “unos valores que no fueron reconocidos en la sentencia proferida en primera instancia por este despacho (…)”. 

En cuanto a la decisión de segunda instancia, que confirmó lo resuelto por el a quo, esta Sala encuentra que su fundamento consistió en que el juzgado solo podía ordenar el pago de las sumas clara y expresamente señaladas en la sentencia, sin efectuar elucubración sobre los argumentos del recurso de apelación relacionados precisamente con esas obligaciones de no hacer (inaplicación y nulidad de unos actos), frente a las cuales el actor considera que si fueron ordenadas en la sentencia

De conformidad con lo expuesto, la Sala advierte que en efecto hubo un pronunciamiento frente a la suma pretendida por el accionante por concepto de las dos obligaciones de no hacer, a saber, negar.

No obstante, dentro de la argumentación consignada en cada auto, no se encuentra razón alguna dirigida a resolver en concreto lo relacionado con la orden segunda y tercera del título ejecutivo (inaplicación y nulidad), pues simplemente se indicó que dicha suma no se encontraba dentro de aquellos valores reconocidos por la sentencia. 

Frente a este punto, se aclara que en el marco del proceso ejecutivo lo que advirtió el actor fue que los efectos de la inaplicación del Acuerdo 032 de 2005 se extienden, inclusive, al periodo posterior al que se determinó en la sentencia del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, frente a lo cual no se pronunció el tribunal. De este modo, correspondía a la autoridad judicial resolver lo concerniente a la presunta indebida aplicación del Acuerdo 032 para liquidar las prestaciones del período de diciembre de 2006 a septiembre de 2008, que es el que reclama el demandante.

Por lo expuesto, la Sala observa que las decisiones de instancia en efecto carecen de motivación, pues se limitaron simplemente a negar la pretensión del accionante.

b) “Defecto procedimental absoluto por exceso ritual manifiesto”, defecto fáctico y defecto sustantivo

Teniendo en cuenta que las decisiones censuradas carecen de motivación, la Sala no puede abordar el estudio de estos defectos, toda vez que de los argumentos expuestos por las autoridades judiciales accionadas en los autos respectivos, no es posible determinar si se presentó “la exigencia de requisitos de formalidades carentes de sustento legal para admitir el título presentado por la accionante y librar el mandamiento de pago solicitado” o si el juez valoró indebidamente el título o si el juez aplicó el artículo 424 del CGP y no el artículo 427 del CGP.

Conclusión 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, la Sala concederá el amparo, toda vez que encuentra configurada la falta de motivación de las decisiones censuradas alegada por la parte actora.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: AMPARAR los derechos fundamentales del señor Rafael Antonio Aponte Carvajal, por las razones expuestas en esta providencia y, en consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS el auto de 1° de junio de 2018 proferido dentro del proceso ejecutivo que adelantó el actor en contra de la Universidad Industrial de Santander – UIS, radicado No. 68001333300920170035400.

SEGUNDO: ORDENAR al Tribunal Administrativo de Santander proferir auto de reemplazo dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación de esta providencia, de conformidad con los criterios expuestos. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Si no fuere impugnada, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Consejera

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
� Al respecto es menester mencionar que el fallo de segunda instancia proferido en el marco del proceso de simple nulidad de la referencia resolvió “Confirmase la sentencia de abril 15 de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander el 17 de octubre de 2003, dentro del proceso por acción de nulidad iniciado por el representante legal de la Universidad Industrial de Santander, contra los Acuerdos Nos. 010 de marzo 9 de 1994;  025 de abril 4 de 1995; 09 de febrero 8 de 1996; 013 de febrero 28 de 1997; 039 de abril 16 de 1998; 040 de abril 16 de 1998, suspendido temporalmente  por el Acuerdo 044 de 1998, proferidos por el Consejo Superior de esa misma Universidad.  Modificase la misma únicamente en el sentido de excluir de la anulación el Acuerdo No. 071 de 1993, pues, no fue demandado”. Ver Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”, sentencia de 11 de mayo de 2006, Radicado No. 68001-23-15-000-1999-01150-01(4408-04), C.P. Ana Margarita Olaya Forero.


� Folios 49 y 50.


� Folio 66.


� Folio 69.


� Al respecto, el auto ordenó en concreto: “PRIMERO. LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO DE PAGO en contra de la UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER – UIS, y a favor del señor RAFAEL ANTONIO APONTE CARVAJAL, por la suma de CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y CUATRO MIL CIENTO NOVENTA Y DOS PESOS ($4.44.192 (sic) M/CTE., por concepto de la diferencia entre el capital adeudado y lo cancelado por la UIS mediante Resolución 1591 de 20 de septiembre de 2011, más los intereses corrientes y/o moratorios que llegaren a causarse. Lo expuesto, teniendo en cuenta lo ordenado en las sentencias proferidas en primera instancia: (i) por este Despacho judicial, de fecha veintiséis (26) de mayo de dos mil nueve (2009)…”


� Folio 26 y 27.


� Folio 28 a 31.


� Frente a dicho incumplimiento, el actor precisó: “Al devolver los dineros descontados en el año 2006 recuperé el salario que venía devengando hasta noviembre de 2005, suma esta que debía tenerse en cuenta para el incremento del salario del año 2006, en razón a que las prestaciones laborales fijadas por el acuerdo 032 del 2005 y la resolución 943 del 2005 fueron eliminadas del ordenamiento para mi caso concreto, y si se sigue tomando como base el salario cancelado el 28 de noviembre del 2006 se me estaría imponiendo la carga de asumir los efectos de un acto declarado ilegal de forma perpetua, afectando mi asignación pensional actual, carga que no estoy en el deber de soportar conforme al ordenamiento jurídico colombiano”.


� Frente a dicho incumplimiento, el actor precisó: “La UIS liquidó y pago mi salario y puntos de antigüedad desde diciembre de 2006 y hasta el 30 de septiembre del 2008 con aplicación de lo previsto en el Acuerdo 032 de 2005, sin realizar un reconocimiento de la reliquidación ordenada en sentencia señalada en el literal C del presente hecho, e inclusive a partir de julio de 2011 profiere el Acuerdo 054 del 17 de junio de 2011, por el cual se define el reconocimiento y pago de los puntos de antigüedad, aplicable a los docentes no acogidos al Decreto 1444 de 1992, manifestando su voluntad de postergar los efectos de los actos administrativos anulados en contravía expresa del ordenamiento jurídico abstracto y lo ordenado en sentencia. El Acuerdo 054 de 2011 es una réplica del Acuerdo 032 de 2005, por lo tanto, la fórmula para liquidar es exactamente la misma”.


� Folio 1.


� Folio 87. 


� Folios 93 a 97.


� Folios 89 y 91.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de 20 de noviembre de 2015, expediente 11001-03-15-000-2015-01882-01; accionante: Mónica Vásquez Correa; accionado: Tribunal Administrativo de Norte de Santander; C.P. Rocío Araujo Oñate.


� Sentencia C-590 de 2005.


� Sentencia T-395 de 2010


� Folios 138 a 145.


� Folio 26 y 27.


� Folios 9 y 29.


� Folio 28 a 31.





